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fiesto ante este Tribunal por el Ministerio Fiscal, que de
concurrir se convertiría en motivo de desestimación del
recurso. Se alega el no agotamiento de los recursos utili­
zables en la vía judicial frente a las decisiones supuesta­
mente vulneradoras de derechos fundamentales objeto
del amparo, ya que la providencia de 22 de febrero de
1991 -que no admitió a trámite el escrito de interposi­
ción del recurso de apelación por haberse omitido la
firma de Letrado- era recurrible a tenor del arto 398
L.E.C., y sin embargo devino firme por consentida, y la de
22 de abril de 1991 -que .no admite la petición de subsa­
nación- tampoco fue recurrida en reposición, como hu­
biera sido posible a tenor del arto 376 L.E.C. En conse­
cuencia, concluye el Ministerio Público, concurre en el
recurso la causa de ¡nadmisibilidad -ahora de desesti­
mación- prevista en el arto 50.1 a), en relación con el
44,1 a) L.O.T.C.

Es doctrina consolidada de este Tribunal (entre otras
muchas SSTC 61/1983, 93/1984, 5/1986 y 30/1990) que el
arto 44.1 L.O.T.C. regula el recurso de amparo contra reso­
luciones de órganos judiciales, y establece, entre otras,
la exigencia de agotar todos los recursos utilizables en la
vía judicial ordinaria, exigencia que es una consecuencia
del carácter subsidiario del recurso de amparo, ya que la
tutela general de los derechos y libertades corresponde a
los órganos del poder judicial y por tanto cuando exista un
recurso susceptible de ser utiHzado y adecuado por'su ca­
rácter y naturaleza, para tutelar la libertad o derecho que
se entiende vulnerado, tal recurso ha de agotarse antes de
acudir al Tribunal Constitucional.

Pues bien, resulta absolutamente incontrovertible,
como acertadamente informa el Ministerio Fiscal, que
tanto frente a la providencia de 22 de febrero de 1991
como a la de 22 de abril del mismo año los recurrentes
pudieron interponer los recursos previstos en los arts.
376, y, en su caso, 398 L.E.C., y que a través de ellos pu­
dieron haber obtenido una reparación de la vulneración de
derechos fundamentales ahora alegada, de forma que al
no hacerlo así, convirtiendo en-firme por consentida la
primera de ellas, y acudiendo directamente al amparo en
relación a la segunda, no pueden considerarse agotados
los recursos en la vía judicial ordinaria.

Así pues, a la vista de las circunstancias que concurren
en el caso, hay que estimar que la demanda incurre en la
causa de inadmisibilidad prevista en el arto 50.1 a) en re­
lacióncon el 44.1 a) L.O.T.C. lo que conlleva, dado el ri­
guroso carácter subsidiario del amparo; la desestimación
del recurso, sin realizar pronunciamiento alguno sobre el
fondo de la vulneración del arto 24 C.E. denunciada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado por don Amador Peña
Sánchez y doña Josefa Montesinos Morante.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». .

Dada en Madrid a catorce de junio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez Piñero y Bravo-Fe­
rrer.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafa­
el de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz ViHalón.-Firmado
y rubricado.

18870 Sala Primera. Sentencia 199/1993, de 14 de
junio de 1993. Recurso de amparo 1.335/1991.
Contra Auto de la Audiencia Provincial de Ma­
drid en juicio de cognición proveniente del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 48 de la
misma ciudad, denegatorio de solicitud de nu­
lidad de actuaciones. Plazos procesales: ex­
temporaneidad del recurso de amparo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villa Ión, Magistrados; ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.335/1991, promovido
por doña María del Carmen Casasempere Albert, repre-.
sentada por el Procurador don Manuel Muniesa Marín, y
asistida del Letrado Sr. Fernández Seguí, contra el Auto de
21 de mayo de 1991 de la Sección Décima de la Audiencia
Provincial de Madrid, enel juicio de cognición provenien­
te del Juzgado de Primera Instancia núm. 48 de Madrid,
denegatorio de la solicitud de nulidad de actuaciones. Ha
comparecido el Ministerio Fiscaly el Procurador de los Tri­
bunales don José Sánchez Jáuregui, en nombre y repre­
sentación de don Braulio Velasco Moratalla, contraparte
en el proceso judicial, y ha sido Ponente el Magistrado
don Fernando García-Mon y González Regueral, quien ex­
presa el parecer de esta Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito que tiene entrada en el Registro
. de este Tribunal el 21 de junio de 1991, don Manuel Mu­
niesa Marín, Procurador de los Tribunales y de doña Car­
men Casasempere Albert interpone recurso de amparo
contra el Auto de 21 de mayo de 1991 de la Sección Déci­
ma de la Audiencia Provincial de Madrid, en el juicio de
cognición proveniente del Juzgado de Primera Instancia
núm. 48 de Madrid, denegatorio de la solicitud de nulidad
de actuaciones.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante­
cedentes de hecho.

a) Por Sentencia del hoy Juzgado de Primera Instan­
cia núm. 48 de Madrid, de 14 de noviembre de 1989, la de­
mandante en amparo obtuvo la resolución del co"ntrato de
arrendamiento de una vivienda de la que es propietaria,
en aplicación de la causa de necesidad prevista en el arto
62.1 L.A.U.

b) Apelada dicha Sentencia por el arrendatario, el
demandante en amparo se personó en el recurso con
fecha 10 de marzo de 1990, no teniendo noticia alguna
del pleito hasta que con fecha 29 de enero de 1991 se le
notifica por el Juzgado de Primera Instancia núm. 48 la re­
cepción de los autos de la Audiencia Provincial con la
Sentencia dictada en apelación el 3 de diciembre de 1990
en la que se le da por incomparecido y se estima la ape­
lación.

c) Presentado, el 27 de febrero de 1991 recurso de
nulidad de actuaciones, la Audiencia Provincial de Ma­
drid, por Auto de 21 de mayo de 1991 deniega la solicitud
de nulidad porque «no se ha interesado en ningún mo­
mento por la tramitación de las mismas ni ha considerado
necesario u oportuno indagar acerca de su situación en el
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proceso cuando no ha recibido durante todo este tiempo
. ni un solo proveído... ») porque «conforme a lo prevenido

en el arto 240 L.O.P.J., una vez dictada Sentencia definitiva
no cabe la solicitud de nulidad de actuaciones" porque
«no se han practicado pruebas en la alzada... " porque «no
se puede hablar de indefensión por el mero hecho de ha­
berse celebrado la vista sin su presencia, a pesar de que
se había personado en las actuaciones y su escrito no
había llegado a la Sala por error" porque «el principio de

. evitación de dilaciones indebidas es de tan alto valor
como los demás recogidos en el arto 24 C.E." y porque de
producirse un nuevo proceso (<la parte apelante concu­
rriría con un plus de ventaja dialéctica..." entre otros ar-
gumentos. .

La recurrente entiende que el referido Auto le ha pro­
ducido vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
del arto 24.1 C.E. al privarle de acceder a la segunda ins­
tancia y poder en el acto de la vista rebatir e impugnar u
oponerse a las argumentaciones de la parte recurrente, lo
que supone una violación del derecho a la audiencia bila­
teral, y en definitiva del derecho a un proceso con todas
las garantías sin que en ningún caso se püeda producir in­
defensión.

3. La Sección 'Primera, por providencia de 15 de julio
de 1991 acordó la admisión a trámite del recurso de am­
paro, y, en virtud del arto 51 L.O.T.C., requerir de los órga­
nos judiciales testimonio del procedimiento, y el empla­
zamiento de las partes en el proceso. Por providencia de 2
de diciembre, la Sección acordó tener por personado al
Procurador Sr. Sánchez Jáuregui, en nombre y represen­
tación de don Braulio Velasco Moratalla. Por nueva provi­
dencia de 17 de febrero de 1992 la Sección acordó tener
por recibidas las actuaciones, y, a tenor del arto 52 L.O.T.C.
dar vista de las mismas al Ministerio Fiscal y a las partes
para que en el plazo de veinte días formulen alegaciones.

El Ministerio Fiscal, mediante escrito de 16 de marzo
de 1992, considera que, en cuanto al fondo del asunto, se
trata de un problema de necesidad de audiencia bilateral
en todo tipo de procesos, como consecuencia del principio
de contradicción, ya resuelto por este Tribunal en sentido
estimatorio, entre otras, en las SSTC 211/1989, 212/1989 y
213/1989. El Ministerio Fiscal reconoce que el Auto im­
pugnado acierta al afirmar que tras la publicación de la
STC 185/1990, se debería de haber acudido al recurso de '
amparo sin intentar la nulidad de actuaciones, sin embar­
go, afirma, algunas otras declaraciones que se hacen en
tal Auto entendemos que no son constitucionalmente
aceptables"; considera que no puede hablarse de inde­
fensión formal y no material, tampoco resulta acertada la
afirmación de que «habría de abundar en lo alegado ante
el Juzgado", ni culpar de lo sucedido ala pasividad de la
parte. Por todo ello interesa que se dicte Sentencia otor-
gando el amparo. -

. El recurrente se limita, en su escrito de 27 de febrero, a
tener íntegramente por reproducidas las alegaciones de la
demanda.

La contraparte en el proceso, mediante escrito regis­
tradoel 8 de abril, solicita la inadmisión del recurso por
extemporaneidad de la demanda. Señala al respecto que
el inicio del cómputo del plazo improrrogable de veinte
días establecido por el arto 44.2 L.O.T.C. para la interposi­
ción del recurso de amparo no puede ser el de la fecha de
notificación del Auto de la Audiencia Provincial de Ma­
drid, de 21 de mayo de 1991, denegatorio del recurso de
nulidad de.actuaciones, sino que ha de ser el 29 de enero
de 1991, fecha en la que la propia demanda reconoce
tener conocimiento de la Sentencia, teniendo en cuenta la
inexistencia del recurso de nulidad contra Sentencias fir­
mes, en aplicación del arto 240 L.O.P.J., definitivamente
sentado por la STC 185/1990 (<<B.O.E." de 3 de diciem­
bre), por lo que el recurso de amparo interpuesto el 21 de

junio de 1991 es extemporáneo y el recurso debe ser inad­
mitido.

4. Por providencia de 9 de junio de 1993, se señaló
para la deliberación y fallo de la presente Sentencia el día
14 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

Unico. Procede en primer lugar analizar la concu­
rrencia de la causa de inadmisibilidad puesta de mani­
fiesto ante este Tribunal por la representación procesal
de don Braulio Velasco Moratalla, que de concurrir se
convertiría en motivo de desestimación del reCurso. Se
alega la extemporaneidad del recurso de amparo al no
haber sido presentado en el plazo de veinte días desde
que la recurrente reconoce haber tenido conocimiento de
la resolución judicial presuntamente vulneradora de su
derecho fundamental, esto es desde que el 29 de enero de
1991 se le notifica por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 48 de Madrid la recepción de los autos de la Au­
diencia Provincial incluida la Sentencia dictada en apela­
ción que habría originado la supuesta vulneración del arto
24C.E.

Es doctrina consolidada de este Tribunal que el plazo
para recurrir en amparo es un plazo de caducidad, que no
puede quedar al arbitrio de las partes ni puede ser objeto
de prórrogas artificiales, por lo que no es admisible alar­
garlo ni reabrirlo mediante la utilización de recursos ine­
xistentes en la Ley o manifiestamente improcedentes con­
tra una resolución firme (entre otras muchas, SSTC
120/1986, 28/1987 y 52/1992). En este sentido conviene
asimismo recordar la doctrina sentada por el Pleno de .
este Tribunal de forma definitiva en su STC 185/1990
({S.O.E.n de 3 de diciembre), en la que se establece que
en la actualidad, y a tenor de lo dispuesto en el arto 240
L.O.P.J. «el único remedio procesal frente a situaciones de
indefensión constitucional causadas por vicios procesales
advertidos después de-que haya recaído Sentencia defini­
tiva y firme es el recurso de amparan, de forma que en
estas condiciones la interposición de un recurso de nuli­
dad de actuaciones es manifiestamente improcedente.

Esta doctrina ha sido reiterada en posteriores decisio~

nes de este Tribunal (entre otras, SSTC 52/1991 y 72/1991
y ATC 233/1992), de forma que sólo si la interposición del
recurso de amparo es de fecha anterior a la publicación en
el «B.O.E.n de la STC 185/1990, es decir, anterior al 3 de di­
ciembre de 1990, puede este Tribunal admitir como fecha
a qua para el cómputo del plazo de veinte días para la in­
terposición del recurso de amparo la fecha de la notifica­
ción del auto que deniega la nulidad de actuaciones soli­
citada.

Pues bien, de la propia demanda de amparo, y de las
actuaciones obrantes en este Tribunal resulta incontro­
vertible que la recurrente tuvo conocimiento de la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Madrid, de 3 de di­
ciembre de 1990, causante de la indefensión denunciada,
el 29 de enero de 1991. Sin embargo, en lugar de interpo­
ner á partirde esa fecha el recurso de amparo, interpuso,
el 27 de febrero de 1991, un inexistente recurso de nulidad
de actuaciones, que fue deñegado por Auto de 21 de
mayo de 1991, y sólo el 21 de junio fue presentado el re­

.curso de amparo en la sede de este Tribunal.
Así pues, a la vista de las circunstancias que concurren

:en el caso, hay que estimar que la demanda incurre en
vicio de extemporaneidad, pues tomando como dies a
qua la fecha en la que la recurrente tuvo conocimiento de
la supuesta indefensión -el 29 de enero de 1991-, re­
sulta patente que al interponer el recurso de amparo -el
21 de junio de 1991- se había superado ampliamente el
plazo de caducidad de veinte días que prevé el arto 44.2
L.O.T.C., lo que impide a este Tribunal realizar pronun-
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ciamiento alguno sobre el fondo de la vulneración del arto
24 C.E. denunciada.

FALLO

En ¡;¡tención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado por doña María del
Carmen Casasempere Albert.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a catorce de junio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez Piñero y Bravo-Fe­
rrer.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafa­
el de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón.-':"Firmado
y rubricado.

18871 Sala Segunda. Sentencia 200/1993, de 14 de
junio de 1993. Recurso de amparo 1.836/1991.
Contra Sentencias del Juzgado de lo Penal
núm. 5 yde la Audiencia Provincial de Palma
de Mallorca, recaídas en procedimiento abre­
viado, esta última desestimatoria del recurso
de apelación contra la anterior que condenó al
recurrente como autor de un delito de intru­
sismo. Vulneración del principio de legalidad
penal: aplicación extensiva del tipo definido en
el arto 321.1 C.P.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
p~est~ por. d<;ln Luis López Guerr~, Presidente; don Euge­
nio Dlaz Elmll, don Alvaro Rodrlguez Bereijo, don José
Gabaldó!1 Lóp~z, don Julio ~iego González Campos y don
Caries Vlver PI-Sunyer, Magistrados; ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.836/1991, promovido
por don Ramón Palou de Comasema Echevarría, repre­
sentado por el Procurador de Jos Tribunales don Luis Suá­
rez Migoyo y asistido por el Letrado don Rafael Perera
contra la Sentencia del Juzgado núm. 5 de Palmq de Ma~
1I0rca, contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de
esa misma ciudad, de 22 de julio de 1991, recaídas en el
proce~imiento abreviado núm. 487/1990. Ha sido parte el
Colegio Oficial de la Propiedad Inmobiliaria de Baleares,
representado por el Procurador de los Tribunales don
Santos de Gandarillas Carmona y asistido por el Letrado
don Jorge Jordana de Pozas, y el MinisteriQ Fiscal. Ha
sid.o Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer,
qUien expresa el parecer del Tribunal. 00

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 20
de agosto de 1991, el Procl,lrador de los Tribunales don
Luis Suárez Migoyo, en nombre y representación de don
Ramó.n Palou de Comasema Echevarría, interpuso recurso

d~ amparo contra la Sentencia del Juzgado de lo Penal
numo 3 de Palma de Mallorca y contra la Sentencia de la
Audiencia Provincial de esa misma ciudad de fecha 22 de
julio de 1991, esta última desestimatoria'del recurso de
apelación interpuesto contra la Sentencia dictada por
aquél que condenó al demandante como autor de un de­
lito de usurpación de funciones.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
según se desprende de la misma y de la documentació~
que la acompaña, son en síntesis los siguientes:

a) El recurrente de amparo, miembro de !a autode­
nominada Asociación Profesional de Gestores Interme­
d.iari?s en Promo.ciones de Edificaciones (G.I.P.E.), venía
ejerCiendo profesionalmente la actividad de intermediario
inmobiliario, sin estar en posesión del título oficial de
Agente de la Propiedad Inmobiliaria cuando a conse­
cuencia de una querella presentada p~r el Colegio Oficial
de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de Baleares fue
condenado por Sentencia del Juzgado de lo Penal nú~. 5
de Palma de Mallorca, de 2 de marzo de 1991, como autor
de. un delito de intrusismo del arto 321.1 C.P., a la pena de
seis meses y un día de prisión menor, multa de 100.000
pe~etas con arresto sustitutorio en caso de impago, acce­
sOrias y costas.

b) Presentado recurso de apelación contra la anterior
resolución, fue desestimado por la Sentencia de la Au­
diencia Provincial de Palma de Mallorca, de 22 de julio
de 1991.

3. ~a represe.ntación del recurrente considera que las
Sentencias recurnd?s ~a.n vulnerado, en primer lugar, su
derecho a la tutela Judicial efectiva, reconocido en el arto
24.1 .C.E., al haberse negado tanto el órgano judicial de ins­
tancia como el de apelación a plantear ante el Tribunal
de Justi~ia de las Comunidades Europeas, de conformidad
?on.l? dispuesto en el arto 177 T.C.E.E., una cuestión pre­
Judicial acerca de la cdmpatibilidad del Real Decreto
1.46~1.1988,de 2 de d~ci.embre,en el que se atribuye la ex­
clusIvidad de las actiVidades en el sector inmobiliario a
los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y a los Adminis­
tradores de Fincas, con lo dispuesto en el arto 3 de la Di­
rectiva del Consejo 67/43/C.E.E. de 12 de enero, relativa a
la realiz.~ción de la.li.bertad de establecimiento y de la libre­
prestaclon de servicIos para las actividades no asalariadas
incluidas en el sector de los negocios inmobiliarios.

Dicha omisión de planteamiento de la citada cuestión
habría infringido igualmente el derecho a la utilización de
tos medios de prueba pertinentes, consagrado en el arto
24.2 C.E., por c,uant<? que siendo el único órgano compe­
tente en materia de Interpretación del alcance y significa­
d~ de la Directivas Comunitarias el T.J.C.E., el no plantea­
miento de la cuestión prejudicial debe ser equiparado a la
dene.gación de la práctica de una prueba. .

FI~~lmente, .p0~ 1.0 que se refiere a la pretendi.da vul­
neraclon del prinCipiO de legalidad penal, se alega en la
demanda que el recurrente ha sido condenado en virtud
de una int':lrpretació~extensiva del arto 321.1 C.P. que re­
sulta prohibida en Virtud de las exigencias derivadas de
dicho p~in~ipio, elevado por .el arto 25.1 al·rango de dere­
cho subjetiVO protegible en vía de amparo.

En consecuencia, el recurrente pide a este Tribunal
que anule las Sentencias impugnadas y que, entretanto,'
acuerde suspender la ejecución de las mismas.

4:. Por providencia de 30 de septiembre de 1991, la
Secclon Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal acor­
dó admitir a trámite la presente demanda de amparo así
como, en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 L.O.t.C.
dirigir comunicación a la Audiencia Provincial y al Juzga~
~o d~)o Penal.antes indicados para que remitiesen certi­
fl.caclon o copla-adverada correspondientes al rollo de
apelación núm. 69/1991 y del procedimiento abreviado


